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1. JUNTA CENTRAL DE CONTADORES. EFECTOS DEL OTORGAMIENTO DE PERSONERÍA JURÍDICA Y CAMBIO DE SU ADSCRIPCIÓN AL MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO. TRÁMITE DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN. COMPETENCIA PARA LA ADECUACIÓN DE SU ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA. REELECCIÓN DE LOS MIEMBROS DE LA JUNTA.   
La ley 43 de 1990 sólo preveía la procedencia del recurso de apelación en los casos de suspensión y cancelación de la inscripción del Contador Público, el cual debía surtirse ante el Ministerio de Educación Nacional, en razón de ser la Junta una dependencia administrativa del Ministerio. La ley 43 de 1990 en su artículo 22 dispone que los recursos contra los actos administrativos sancionatorios serán los del Código Contencioso Administrativo. La ley del Plan al dotar a la Junta de personería jurídica, modifica su forma de organización administrativa, la sustrae de la órbita interna del Ministerio de Educación Nacional al adscribirla al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y la integra al sector descentralizado de la administración pública del orden nacional. Una primera consecuencia jurídica que se deriva de dicha transformación de la Junta Central de Contadores en Unidad Administrativa Especial con personería jurídica,  consiste en que al serle aplicable el Código Contencioso Administrativo a los recursos contra las decisiones que se adopten en materia disciplinaria, ya no procede el de apelación a partir de la vigencia de la ley 1151 de 2007, pues así lo dispone el artículo 50 de dicho Código. Dado que el cambio de adscripción opera a partir de la vigencia de la ley citada, los recursos interpuestos con anterioridad a su expedición cuando aún era procedente su interposición y se encontraba vigente la competencia del Ministerio de Educación Nacional para su decisión, deben resolverse, pues según el artículo 40 de la ley 153 de 1887 “las actuaciones y diligencias que ya estuvieren iniciadas, se regirán por la ley vigente al tiempo de su iniciación”. Corresponde al Presidente de la República modificar la organización y composición  de la Junta Central de Contadores, con sujeción a los principios y reglas generales establecidos por la ley 489 de 1989 – art. 54 -, con el fin de adecuarlas a la transformación de su organización administrativa dispuesta por el artículo 71 de la ley 1151 de 2007.
En síntesis, a partir de la vigencia de la ley 1151 de 2007, contra las resoluciones proferidas por la Junta Central de Contadores mediante las cuales se resuelvan los procesos disciplinarios de su competencia, no procede el recurso de apelación. Los recursos interpuestos con anterioridad a su vigencia, deben resolverse conforme a la ley vigente en su momento, esto es, el artículo 28 de la ley 43 de 1990 que asignaba la competencia al Ministerio de Educación Nacional.
Por otra parte, la función del Tribunal Disciplinario de la profesión de Contador Público continúa asignada a la Junta Central de Contadores, hoy organizada como una Unidad Administrativa Especial con personería jurídica. Los miembros electivos de la Junta Central de Contadores conforme al artículo 18 de la ley 43 de 1990, pueden ser reelegidos por una sola vez, en forma inmediata o en cualquier tiempo. Una persona elegida miembro de la Junta Central de Contadores en representación de una Asociación o de los Contadores Públicos, podría volver a aspirar a ser miembro de la Junta y ser reelegida una vez más.
Concepto 1.874 del 21 de febrero de 2008. M.P: Enrique José Arboleda Perdomo. Solicitante: Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. Autorizada la publicación el 28 de abril de 2008.
2. RÉGIMEN JURÍDICO DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR. NATURALEZA JURÍDICA DE LA ACADEMIA SUPERIOR DE INTELIGENCIA Y SEGURIDAD PÚBLICA “AQUIMINDIA”.

El Decreto ley 2193 de 1989, creó la Academia Superior de Inteligencia y Seguridad Pública, como una dependencia interna del Departamento Administrativo de Seguridad –DAS-, con facultades de capacitar al personal que ingresa a esta institución. De acuerdo con lo previsto en el numeral 7º del artículo 150  de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 58 de la Ley 30 de 1992, para  la creación de la Academia Superior de Inteligencia y Seguridad del Departamento Administrativo de Seguridad Pública –DAS-, como institución de educación superior estatal u oficial se requiere la expedición de una ley. El Gobierno Nacional no está facultado para hacer el reconocimiento como institución de Educación Superior a la Academia Superior de Inteligencia y Seguridad Pública “AQUIMINDIA”, definiendo al mismo tiempo su carácter académico, en tanto, no cumple con los requisitos exigidos en la Ley 30 de 1992.

A la luz de la Ley 30 de 1992, la única alternativa viable para que la academia de inteligencia pueda funcionar como institución de educación superior es que el Gobierno con fundamento en el numeral 7º del artículo 150 de la Constitución Política,   impulse un proyecto de ley,  en el cual, se creé la Academia Superior de Inteligencia y Seguridad Pública como establecimiento público adscrito al Departamento Administrativo de Seguridad –DAS-  o, que igualmente, mediante ley, incluya a la dependencia actual de ese Departamento Administrativo dentro de las excepciones señaladas en  el artículo 137 de la Ley 30 de 1992, que alude a instituciones de educación superior con régimen especial.

Concepto 1886 del 17 de abril de 2008. M.P: William Zambrano Cetina. Solicitante: Ministerio de Educación Nacional. Autorizada la publicación el 25 de abril de 2008.
3. PERSONAL CIVIL DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL. REQUISITOS PARA EL EJERCICIO DEL CARGO. CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DISCIPLINARIOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. INHABILIDADES Y PROHIBICIONES PARA EL DESEMPEÑO DE CARGOS PÚBLICOS. CASOS DE TOMA DE POSESIÓN DEL EMPLEO, ASUNCIÓN DE UN ENCARGO O INCORPORACIÓN POR MODIFICACIÓN DE LA PLANTA DE PERSONAL.       

La existencia de un antecedente judicial o disciplinario impide tomar posesión de un cargo en la planta de personal civil del Ministerio de Defensa Nacional: a) Si mediante sentencia judicial ejecutoriada, se ha impuesto a la persona la pena accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, y ésta se encuentra vigente. b) Si hay condena penal sustentada en la comisión dolosa de un delito contra el patrimonio económico del Estado porque esa inhabilidad es permanente.  c) Si la falta disciplinaria dio lugar a la imposición de sanciones de destitución o suspensión, con la respectiva inhabilidad, general o especial, para desempeñar cargos públicos y tal inhabilidad, o la contemplada en el numeral 2º del artículo 38 del Código Disciplinario Único, o cualquier otra establecida para el cargo o en disposiciones especiales, se encuentra vigente. d) De igual manera, la persona no puede ser nombrada, y por tanto, no le es posible posesionarse, si existe una prohibición constitucional o legal para ello, tal como lo establecen los artículos 122 último inciso, y 126 de la Carta. Para la Sala es claro que el numeral 6º del artículo 48 del Decreto ley 1792 de 2000, por sí mismo, no crea una inhabilidad legal para acceder a los cargos de la planta de personal civil del Ministerio de Defensa Nacional, sino que se refiere a las vigentes. Lo que el citado numeral establece es un requisito de acreditación, vía registro,  no una inhabilidad nueva o adicional.

La expresión “antecedentes disciplinarios” señalada por el numeral 6 del artículo 48 del decreto ley 1792 de 2000, se refiere al lapso de los cinco (5) años anteriores a la expedición del certificado de la Procuraduría General de la Nación. Cuando para el empleo específico se exija la carencia total de antecedentes o sanciones, el certificado deberá contener las inhabilidades vigentes. 

Sobre un empleado que va a posesionarse como encargado,  puede recaer una inhabilidad sobreviniente, si aparece en el certificado de antecedentes disciplinarios, por una falta cometida en un cargo distinto al que está ejerciendo y en consecuencia, no es posible darle posesión del encargo. La incorporación implica una nueva posesión del servidor público y para ello debe presentar un certificado actualizado de antecedentes disciplinarios, de manera que si allí aparece una inhabilidad vigente por una falta disciplinaria, es claro que no es posible incorporarlo al nuevo cargo y no se le puede dar posesión en el mismo.

Concepto 1868 del 18 de diciembre de 2007. M.P: Gustavo Aponte Santos. Solicitante: Ministerio de Defensa Nacional. Autorizada la publicación el 22 de abril de 2008.

4. INHABILIDAD SOBREVINIENTE. ¿SE PREDICA DE UN SERVIDOR PÚBLICO DE LA ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL, CUYO FAMILIAR MEDIANTE ELECCIÓN POPULAR ASUME COMO NOMINADOR DE LA ENTIDAD EN LA CUAL PRESTA SUS SERVICIOS?
Al servidor público vinculado a la administración departamental con anterioridad a la posesión de un familiar –en los grados previstos en la Constitución y en la ley- en un cargo de elección popular que comporta la facultad nominadora de la entidad donde se encuentra laborando, no le sobreviene inhabilidad alguna por el hecho de que su vinculación es anterior a la elección y posterior posesión del referido pariente.  La consulta que en este concepto se atiende, pretende establecer si sobreviene inhabilidad para un servidor público departamental, por el hecho de que un pariente suyo haya tomado posesión en un cargo de elección popular que tiene asignada la facultad nominadora de la entidad donde el servidor en cuestión se encuentra vinculado. En el caso descrito para que la persona elegida esté sujeta a la prohibición constitucional de que habla el artículo 126 de la Carta, esto es, de nombrar o designar como funcionarios del respectivo departamento a sus cónyuges o compañeros permanentes y a sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, es requisito sine qua non que tome posesión del respectivo cargo, formalidad con la que se asume plenamente la función pública y, para el caso, la facultad nominadora; la cual, dicho sea de paso, sólo es posible ejercerla hacia el futuro.

Concepto 1879 del 28 de febrero de 2008. M.P: Luis Fernando Alvarez Jaramillo. Solicitante: Departamento Administrativo de la Función Pública. Autorizada la publicación el 14 de marzo de 2008.
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